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RESUMEN  
 

DEL INFORME DE FISCALIZACIÓN DE LOS CONTRATOS RELATIVOS A 

LA GESTIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO DE ABASTECIMIENTO 

DOMICILIARIO DE AGUA POTABLE EN MUNICIPIOS CON POBLACIÓN 

ENTRE 50.000 Y 75.000 HABITANTES EN VIGOR DURANTE EL EJERCICIO 

2023 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

¿Cuáles son los principales riesgos de los contratos de 

abastecimiento domiciliario de agua potable? 

 

 

 

 

https://www.tcu.es/export/sites/portal/repositorio2/INFORME/2026/I1684.pdf
https://www.tcu.es/export/sites/portal/repositorio2/INFORME/2026/I1684.pdf




¿Qué es un servicio público local?

Actividad de prestación de servicios que satisface las

necesidades de la comunidad vecinal en el ámbito de

sus competencias y que se desarrolla por cualquiera de

las formas de gestión directa e indirecta previstas

por la ley.

¿Por qué es importante su control?

Porque estos contratos presentan riesgos derivados de sus largos

períodos de vigencia, tanto por el volumen de la gestión

administrativa para hacer frente a las incidencias en su ejecución,

como por la prolongada afectación al principio de concurrencia.

¿QUÉ SE HA FISCALIZADO Y POR QUÉ?

¿Qué se ha analizado? ¿Para qué?

Ámbito objetivo Ámbito 

subjetivo

Ámbito temporal

Ejercicio 2023

Contratos relativos a la 

gestión del servicio 

público de abastecimiento 

domiciliario de agua 

potable. 

25 municipios que 

gestionan indirectamente 

el servicio público de 

abastecimiento 

domiciliario de agua 

potable y 4 entidades 

locales de ámbito 

supramunicipal que lo 

gestionan indirectamente 

en 6 municipios. 

¿Han cumplido las entidades fiscalizadas con las

obligaciones legales de remisión de información al Tribunal

de Cuentas?

¿Se han cumplido los principios de la contratación pública

en los procedimientos de adjudicación de los contratos?

¿Se ha sometido la ejecución de los contratos a la legalidad

vigente en cuanto duración y prórrogas, modificaciones,

gestión del régimen económico y control de la ejecución

de los contratos?

¿Se ha observado la normativa reguladora de transparencia, 

sostenibilidad ambiental e igualdad de género?

Conclusiones Recomendaciones

● En siete contratos (21,21 %) se ha prolongado la ejecución de la prestación por

parte la empresa gestora después de haberse agotado el plazo de duración,

incluidas en su caso las prórrogas.

● En trece de los contratos fiscalizados (39,39 %) se han acordado modificaciones

sustanciales de elementos esenciales del contrato. En diez de esos trece

contratos las modificaciones fueron adoptadas sin sujeción a todos o algunos de

los trámites formales preceptivos exigidos por la ley.

● La actualización de las tarifas se realiza frecuentemente mediante la aplicación de

fórmulas polinómicas que operan sobre estudios de costes históricos que han podido

quedar obsoletos por el transcurso del tiempo.

● El beneficio industrial se fija en un determinado porcentaje de los costes del

servicio, lo que produce un estímulo contrario a la reducción de estos, ya que su

incremento da lugar a un aumento del beneficio de la empresa en las sucesivas

revisiones de tarifas.

● Solo diez de las veintinueve entidades fiscalizadas (34,48 %) han realizado

controles financieros por parte de la intervención municipal que tengan por

objeto específicamente el respectivo contrato de abastecimiento de agua potable.

● Solo en dos de los contratos fiscalizados (6,06 %), correspondientes al Área

Metropolitana de Barcelona y al ayuntamiento de Granadilla de Abona, se ha

acreditado la realización de auditorías independientes de los aspectos técnicos,

medioambientales y de sostenibilidad del funcionamiento del servicio.

● Ocho de las veintinueve entidades fiscalizadas (27,59 %) no publican ninguna

información sobre los contratos celebrados en el ejercicio 2023.

● Ninguna de las entidades fiscalizadas tenía publicado a la fecha de terminación de

los trabajos en su portal de transparencia el contrato de abastecimiento domiciliario

de agua potable.

● Ninguno de los ocho contratos fiscalizados sujetos a la LCSP 2007, el TRLCSP 2011,

la LCSP y la LOIEMH incluye condiciones especiales de ejecución referidas a

consideraciones de sostenibilidad ambiental o de igualdad de género.

✓ Las entidades locales deberían establecer los mecanismos de planificación y

gestión de su actividad contractual que permitan concluir la tramitación y

adjudicación de sus contratos con la debida antelación, evitando situaciones de

contratación irregular.

✓ Las entidades locales deberían basar en estudios de costes actualizados las

revisiones de la tarifa o de la retribución de la empresa gestora.

✓ Las entidades locales deberían establecer la retribución final de la empresa

gestora mediante mecanismos basados en la obtención de eficiencias, la

mejora de los procedimientos, y la optimización de la prestación efectiva del

servicio.

✓ Las entidades locales deberían realizar controles financieros por sus órganos

de intervención de los contratos relativos al servicio público de abastecimiento

domiciliario de agua potable.

✓ Las entidades locales deberían realizar auditorías independientes de los

aspectos técnicos, medioambientales y de sostenibilidad del funcionamiento del

servicio público de abastecimiento domiciliario de agua potable.

✓ Las entidades locales deberían publicar en su portal de transparencia los

contratos relativos a la gestión de servicios públicos que se encuentren en vigor

con independencia de su fecha de adjudicación.

✓ Las entidades locales deberían incluir en los contratos que celebren cláusulas

relativas a la sostenibilidad ambiental y la igualdad efectiva entre mujeres y

hombres, siempre que ello sea posible atendidas las necesidades que el

contrato trata de satisfacer y las características de las prestaciones objeto del

contrato

Fiscalización de los contratos relativos a la gestión del servicio público de 

abastecimiento domiciliario de agua potable en municipios con población 

entre 50.000 y 75.000 habitantes en vigor durante el ejercicio 2023
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■ Introducción 
 

 

¿Qué se ha fiscalizado? 

 
La fiscalización comprende la adjudicación, duración y prórrogas, modificaciones, gestión del 

régimen económico, control de la ejecución, así como el cumplimiento de los principios de 

transparencia, sostenibilidad ambiental e igualdad de género de los contratos relativos a la gestión 

del servicio público de abastecimiento domiciliario de agua potable, vigentes durante el ejercicio 2023, en 

municipios con una población de entre 50.000 y 75.000 habitantes. 

 

¿Cuáles han sido los objetivos generales de la fiscalización? 

 
1. Verificar el adecuado cumplimiento de las obligaciones legales de remisión de información al 

Tribunal de Cuentas.  

2. Analizar el cumplimiento en los procedimientos de adjudicación de los principios de la contratación 

pública de acuerdo con la normativa vigente en cada momento. 

3. Analizar la ejecución de los contratos de gestión del servicio público de abastecimiento domiciliario de 

agua potable y su sometimiento a la legalidad vigente.  

4. Analizar las cuestiones relacionadas con las previsiones contenidas en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 

de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. 

5. Examinar la observancia de la normativa reguladora de la sostenibilidad ambiental e igualdad de 

género. 

¿Por qué realiza esta fiscalización el Tribunal de Cuentas? 

 
Porque los contratos relativos a la gestión de servicios públicos presentan riesgos derivados de sus largos 

periodos de vigencia, tanto por el volumen de la gestión administrativa necesaria para hacer frente a las 

incidencias que pudiera plantear su ejecución, como por la prolongada afectación al principio de concurrencia, 

al quedar las actividades que constituyen su objeto sustraídas a una nueva licitación durante el largo lapso de 

tiempo en que el contrato se ejecuta. 

 

 

 

 

El abastecimiento domiciliario de agua potable es un servicio público de titularidad municipal, 

tal y como resulta de los artículos 25.2.c), 26.1.a) y 86.2 de la LBRL. Al igual que el resto de los 

servicios públicos locales, puede ser objeto de prestación directa —ya sea de forma 

centralizada o a través de entidades dependientes— o bien gestionado de forma indirecta 

mediante contrato con prestadores externos o a través de una sociedad en cuyo capital tenga 

participación la entidad local.  

 

Se han fiscalizado las veintinueve entidades locales que gestionan indirectamente el servicio público 

de abastecimiento domiciliario de agua potable en municipios con población entre 50.000 y 75.000 

habitantes: veinticinco municipios y cuatro entidades locales de ámbito supramunicipal. 
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■ Principales resultados y conclusiones 
 

 
1. Cumplimiento de las obligaciones legales de remisión de información al Tribunal de Cuentas.  

• Todas las entidades fiscalizadas han rendido las cuentas de 2023, si bien dieciséis de las 

veintinueve entidades fiscalizadas (55,17 %) lo han hecho fuera de plazo. 

• La Mancomunidad de Municipios de la Costa Tropical de Granada no ha remitido la 

relación de contratos correspondiente al ejercicio fiscalizado, mientras que doce de las 

veintinueve entidades fiscalizadas (41,38 %) remitieron dicha información fuera de plazo. 

Por otra parte, cincuenta y siete expedientes contractuales no han sido remitidos al 

Tribunal de Cuentas, a pesar de superar las cuantías que señala el artículo 335 de la LCSP, 

y otros ciento siete han sido remitidos fuera de plazo. 

• Once de las veintinueve entidades fiscalizadas (37,93 %) no han remitido la relación de 

convenios de 2023 y cinco de las veintinueve entidades fiscalizadas (17,24 %) lo han hecho 

fuera de plazo. 

• Tres de las veintinueve entidades fiscalizadas (10,34 %) no han remitido información 

sobre el control interno y seis de las veintinueve entidades fiscalizadas (20,69 %) lo han 

hecho fuera de plazo. 

2. Adjudicación de los contratos.  

● En ocho contratos (24,24 %) se observa una confusión entre los criterios de 

solvencia y de adjudicación, tales como la clasificación de la empresa o la experiencia 

del licitador. 

3. Duración y prórrogas. 

● En tres de los contratos fiscalizados (9,09 %) se acordaron prórrogas contrarias a la 

normativa aplicable.  

● En siete contratos (21,21 %) se ha prolongado la ejecución de la prestación por 

parte la empresa gestora después de haberse agotado el plazo de duración, 

incluidas en su caso las prórrogas.  

4. Modificaciones 

• En trece de los contratos fiscalizados (39,39 %) se han acordado modificaciones 

sustanciales de elementos esenciales del contrato, contrarias a los principios 

generales de la contratación pública.  

• En diez de esos trece contratos las modificaciones fueron adoptadas sin sujeción a todos 

o algunos de los trámites formales preceptivos exigidos por la ley como garantía 

de la existencia de razones de interés público que justifiquen la modificación y el respeto a 

los principios generales de la contratación pública; en particular, los informes de la 

secretaría y de la intervención municipales, así como, en su caso, el dictamen del Consejo 

de Estado u órgano equivalente de la Comunidad Autónoma.  

5. Gestión régimen económico del contrato.  

• Las dificultades de las entidades locales para llevar a cabo una evaluación 

periódica de los costes reales del servicio, mediante una adecuada revisión, 

auditoría y verificación de tales costes, conducen a que la actualización de las tarifas 

se realice frecuentemente mediante la aplicación de fórmulas polinómicas que operan 
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sobre estudios de costes históricos que han podido quedar obsoletos por el transcurso del 

tiempo. 

• En los contratos en que la empresa gestora es retribuida mediante la tarifa, el beneficio 
industrial se fija en un determinado porcentaje de los costes del servicio, lo que 

produce un estímulo contrario a la reducción de estos, ya que su incremento da lugar a un 

aumento del beneficio de la empresa en las sucesivas revisiones de tarifas.  

• En ocho de los contratos fiscalizados (24,24 %) se han detectado irregularidades en la 

gestión por las entidades fiscalizadas del régimen económico en cuestiones relativas a la 

liquidación del canon, la revisión de las tarifas y la liquidación de la retribución 

de la empresa gestora. 

• Quince de los municipios comprendidos en el ámbito de la fiscalización (48,39 %) no 

exigen a las empresas gestoras la tasa por utilización privativa o 

aprovechamiento especial de las vías públicas a través de las cuales se 

extienden las redes de distribución, conforme a los artículos 20 y siguientes del 

TRLRHL. 

5. Control de la ejecución de los contratos.  

• En seis contratos la empresa gestora ha incumplido la obligación prevista en los pliegos 

respectivos de aportar o disponer de determinada documentación relativa al control del 

cumplimiento de la prestación: auditorías operativas, auditoría técnica, informes de 

gestión, libro de inspecciones o cuentas de explotación.  

• Treinta y uno de los contratos examinados preveían un régimen sancionador, o de 

imposición de penalidades, para el caso de incumplimientos por parte de la empresa 

gestora del servicio.  Sin embargo, solo en tres de ellos las entidades fiscalizadas han 

ejercido esta competencia.  

• Solo diez de las veintinueve entidades fiscalizadas (34,48 %) han realizado controles 

financieros por parte de la intervención municipal que tengan por objeto 

específicamente el respectivo contrato de abastecimiento de agua potable.  

• Solo en dos de los contratos fiscalizados (6,06 %), correspondientes al Área Metropolitana 

de Barcelona y al ayuntamiento de Granadilla de Abona, se ha acreditado la realización de 

auditorías independientes de los aspectos técnicos, medioambientales y de 

sostenibilidad del funcionamiento del servicio. 

6. Prescripciones de transparencia, sostenibilidad ambiental e igualdad de género. 

● Ocho de las veintinueve entidades fiscalizadas (27,59 %) no publican ninguna 

información sobre los contratos celebrados en el ejercicio 2023. 

● Ninguna de las entidades fiscalizadas tenía publicado a la fecha de terminación 

de los trabajos de fiscalización en su portal de transparencia el contrato de 

abastecimiento domiciliario de agua potable.   

● Ninguno de los ocho contratos fiscalizados sujetos a la LCSP 2007, el TRLCSP 2011, la 

LCSP y la LOIEMH incluye condiciones especiales de ejecución referidas a 

consideraciones de sostenibilidad ambiental o de igualdad de género.  

● El único contrato fiscalizado sujeto a la LCSP, el adjudicado en 2023 por el ayuntamiento 

de Granollers, incluye las previsiones sobre criterios de adjudicación relativos a la 

sostenibilidad ambiental y la igualdad efectiva entre mujeres y hombres.  
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● En cinco de los contratos fiscalizados se reconoce al ayuntamiento respectivo la 

exención total o parcial del pago del coste del volumen de agua suministrada a 

los edificios y dependencias municipales. Esta práctica resulta contraria al principio de 

quien contamina paga, y no contribuye a desincentivar consumos excesivos, además de 

hacer cargar al resto de usuarios del servicio con el coste del agua suministrada al 

ayuntamiento. 
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■ Valoración Global 
 

 

 
 

 
Las principales incidencias que se han detectado en los contratos relativos a la gestión del 

servicio público de abastecimiento domiciliario de agua potable son las siguientes:  

• Prolongación de la ejecución de la prestación por parte de la empresa 

gestora después de haberse agotado el plazo de duración, incluidas en su caso las 

prórrogas.  

• Modificaciones sustanciales de elementos esenciales del contrato sin 

sujeción a todos o algunos de los trámites formales preceptivos exigidos por la ley.  

• Dificultades de las entidades locales para llevar a cabo una evaluación 

periódica de los costes reales del servicio, mediante una adecuada revisión, 

auditoría y verificación de tales costes.  

• Irregularidades en la gestión del régimen económico en cuestiones relativas a 

la liquidación del canon, la revisión de las tarifas y la liquidación de la 

retribución de la empresa gestora. 

• Ausencia de controles financieros por parte de la intervención municipal 

que tengan por objeto específicamente el respectivo contrato de abastecimiento 

de agua potable.  
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■ Principales recomendaciones 
 

 

Duración y prórrogas 

1. Las entidades locales deberían establecer los mecanismos de planificación y gestión de su actividad 

contractual que permitan concluir la tramitación y adjudicación de sus contratos con la debida antelación, 

evitando situaciones de contratación irregular como las descritas en el presente informe. 

Gestión régimen económico del contrato 

2. Las entidades locales deberían basar en estudios de costes actualizados las revisiones de la tarifa o de 

la retribución de la empresa gestora del servicio público de abastecimiento domiciliario de agua potable. 

3. Las entidades locales deberían establecer la retribución final de la empresa gestora en los contratos 

relativos al servicio público de abastecimiento domiciliario de agua potable mediante mecanismos 

basados en la obtención de eficiencias, la mejora de los procedimientos y la optimización de la prestación 

efectiva del servicio. 

Control de la ejecución de los contratos 

4. Las entidades locales deberían realizar controles financieros por sus órganos de intervención de los 

contratos relativos al servicio público de abastecimiento domiciliario de agua potable, de acuerdo con las 

prioridades establecidas para cada ejercicio y los medios disponibles. 

5. Las entidades locales deberían realizar auditorías independientes de los aspectos técnicos, 

medioambientales y de sostenibilidad medioambiental del funcionamiento del servicio público de 

abastecimiento domiciliario de agua potable. 

Transparencia en la contratación 

6. Las entidades locales deberían publicar en su portal de transparencia los contratos relativos a la 

gestión de servicios públicos que se encuentren en vigor con independencia de su fecha de 

adjudicación. 

Sostenibilidad ambiental e igualdad de género 

7. Las entidades locales deberían incluir en los contratos que celebren cláusulas relativas a la 

sostenibilidad ambiental y la igualdad efectiva entre mujeres y hombres, siempre que ello sea posible 

atendidas las necesidades que el contrato trata de satisfacer y las características de las prestaciones 

objeto del contrato.  
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